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tacha de peritos: A) Las tachas. B) La recusación. 4. Operaciones periciales y
posible intervención de las partes en ellas. 5. Actuación e intervención del perito.
6. Valoración de la prueba pericial. 7. Responsabilidad de los peritos: A) Res-
ponsabilidad civil. B) Responsabilidad penal.—//. Bibliografía de consulta.

I. INTRODUCCIÓN

La LEC 1/2000 ha introducido importantes novedades en el dictamen de peritos,
siendo destacable la consideración de la llamada «pericial de parte» configurándola
como verdadera prueba, con rasgos propios distintos de una prueba documental, lo que
probablemente provocará un cambio en la Jurisprudencia sobre este medio de prueba,
junto con la articulación de garantías que aseguren, en aras de los principios de con-
tradicción y defensa que rigen el proceso, no solo su traslado al litigante contrario y
la posibilidad de examinarlo y criticarlo, sino también la regulación de las tachas de
los peritos de parte como medio de conseguir la máxima objetividad. Siendo el legis-
lador consciente de lo difícil que es asegurar la imparcialidad de los peritos de parte
les exige al emitir su dictamen en el artículo 335, 2, al igual que a todos los peritos,
el juramento o promesa de que han actuado con la mayor objetividad posible.

La exposición de motivos, en su apartado XI, justifica los dictámenes de parte di-
ciendo que « De esta manera, la práctica de la prueba pericial adquiere también una
simplicidad muy distinta de la complicación procedimental a que conducía la regula-
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ción de la Ley de 1881. Se excluye la recusación de los peritos cuyo dictamen apor-
ten las partes, que sólo podrán ser objeto de tacha, pero a todos los peritos se exige
juramento o promesa de actuación máximamente objetiva e imparcial y respecto de
todos ellos se contienen en esta Ley disposiciones conducentes a someter sus dictá-
menes a explicación, aclaración y complemento con plena contradicción».

No menos importante es la regulación efectuada en la nueva Ley de la provisión
de fondos de los peritos, articulando un sistema que garantice el efectivo cobro de sus
honorarios. No obstante, hubiera sido deseable una regulación más completa que aca-
bara con los peregrinajes a que se ven sometidos en numerosas ocasiones los profe-
sionales de la pericia para poder obtener la debida satisfacción de sus percepciones
económicas, cuando no se valgan de la provisión de fondos o se trate de periciales de
parte, creando un mecanismo práctico, rápido y seguro como es la jura de cuentas, de
forma similar al establecido en nuestras Leyes de Enjuiciamiento-para asegurar los ho-
norarios de los abogados y procuradores.

Se configura la prueba pericial del perito colegiado al mismo nivel que la pericial
individual, poniendo fin a las disfunciones observadas en la Ley de 1881 en la prác-
tica de esta prueba, ajena a los principios imperantes en la actividad probatoria del pro-
ceso civil, permitiendo que se pueda acudir no sólo a las Academias e instituciones
culturales y científicas de carácter público sino también a las de carácter privado, obli-
gándoles a identificar a la persona o personas que se encargarán directamente de pre-
parar el dictamen.

De la misma forma se prescinde del sistema de insaculación de peritos previsto
en la Ley derogada, sustituyéndolo por un sistema de sorteo y listas corridas, en prin-
cipio más ecuánime, asegurando que no intervengan en los procesos judiciales siem-
pre los mismos profesionales.

Con la prueba pericial se pretende aportar al proceso conocimientos científicos,
artísticos, técnicos o prácticos para valorar hechos o circunstancias relevantes en el
asunto o adquirir certeza sobre ellos (art. 335), conocimientos que han de ser apor-
tados al proceso por terceras personas que no han tenido intervención en los hechos,
pero que poseen unos conocimientos científicos, artísticos, prácticos o técnicos en la
materia objeto del proceso de los que carece el Juez y que no figuran ni como de-
mandantes ni como demandados. El perito no puede ser ni Juez ni parte, la interven-
ción del Juez como perito es incompatible y está recogida como causa de recusación
en el artículo 219, 5.°, de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Andrés de la Oliva San-
tos analiza porqué el Juez no puede utilizar sus propios conocimientos y tiene que acu-
dir a los proporcionados por personas ajenas al procedimiento en «Derecho Procesal
Civil», editado por el Centro de Estudios Ramón Areces. El perito es un tercero que
aparece en el procedimiento a través de su dictamen con el fin de auxiliarle en su ta-
rea de llegar a un completo conocimiento de los hechos, y poder, de ese modo, dictar
una resolución ajustada a la realidad de los hechos en litigio. El perito interviene en
el proceso a instancia de parte o de oficio para aportar sus conocimientos técnicos es-
pecializados, pero no porque haya presenciado los hechos, en cuyo caso sería llevado
al proceso en calidad de testigo, sino porque dispone de conocimientos prácticos, téc-
nicos, científicos o artísticos. Estos conocimientos, serán en muchos casos impres-
cindibles para llegar a una conclusión lógica en el proceso, y en otros coadyuvarán,
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con las otras pruebas integradas en él, a la consecución de todo pleito, el dictado de
una sentencia ajustada a derecho donde se persigue conocer la verdad material y for-
mal. A tal fin es de señalar el tratamiento que le da la nueva Ley al testigo-perito en
el artículo 370, 4.° precisamente para diferenciar las dos figuras, en donde se admite
expresamente que el testigo aporte en sus manifestaciones sus conocimientos cientí-
ficos, técnicos, artísticos o prácticos sobre la materia a que se refieren los hechos del
interrogatorio, pudiendo ser objeto de tachas de la misma manera que los llamados «pe-
ritos de parte».

Los conocimientos que aporta el perito al proceso, a través de su dictamen, ver-
san sobre hechos o materias no jurídicas. La aplicación e interpretación del derecho
compete en exclusiva al Juez, el derecho español no admite prueba, es de conocimiento
de los Órganos Jurisdiccionales, y sólo pueden ser objeto de prueba la costumbre y el
derecho extranjero como señala el artículo 281 de la LEC, donde se recoge el motivo
principal de toda prueba, asegurar la tutela judicial que las partes pretenden obtener a
través del proceso.

La exposición de motivos de la nueva Ley, en su apartado XI, pretende dejar fue-
ra de toda duda la consideración como medio de prueba que hay que otorgar al dicta-
men de peritos. La discusión doctrinal sobre la consideración del perito como auxi-
liar del órgano Jurisdiccional o como sujeto de medio de prueba debería de quedar
eliminada por las consideraciones contenidas en la exposición de motivos: «Con las
excepciones obligadas respecto de los procesos civiles en que ha de satisfacerse un
interés público, esta Ley se inclina coherentemente por entender el dictamen de peri-
tos como medio de prueba en el marco de un proceso, en el que, salvo las excepcio-
nes aludidas, no se impone y se responsabiliza al tribunal de la investigación y com-
probación de la veracidad de los hechos relevantes en que se fundamentan las
pretensiones de tutela formuladas por las partes, sino que es sobre éstas sobre las que
recae la carga de alegar y probar». Un estudio detallado sobre esta materia es realiza-
do por Manuel Serra Domínguez en «Instituciones del nuevo proceso civil», editado
por Economist & Jurist.

Las normas del dictamen de peritos establecidas en la nueva LEC tendrán carác-
ter supletorio en los procesos penales, contencioso-administrativos, laborales y mili-
tares de conformidad con lo establecido en el artículo 4, en defecto de disposiciones
especiales contenidas en esas leyes. Siendo el dictamen de peritos en el proceso civil
una materia de por sí amplia, no podemos detenernos en el estudio de la concreción
material de la normativa plasmada en el artículo 4 en el ámbito de los procesos con-
tencioso-administrativo o laboral, aunque si recomendar la lectura de los trabajos pu-
blicados por la Ley, realizados por Juan B. Lorenzo de Membiela, Cesar Tolosa Tri-
biño y José Luis Requero Ibáñez sobre estas materias.

1. Modalidades del dictamen pericial

A) PERICIAL DE PARTE O EXTRAJUDICIAL

La novedad más característica de la nueva regulación se encuentra en la posibi-

lidad que tienen las partes de presentar, junto con la demanda o bien con la contesta-
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ción, dictámenes periciales en las que apoyen sus pretensiones. Así lo establece el ar-
tículo 265,4, al hablar de los documentos que las partes han de aportar al proceso jun-
to con la demanda o contestación, cuando ésta fuera escrita, relativos al fondo del asun-
to, cuya falta determina la consecuencia recogida en el artículo 269, 1, es decir que
no podrán presentarse con posterioridad.

No obstante, la regulación de la prueba pericial se desmarca del régimen general
establecido para los documentos que han de aportarse junto con los primeros escritos
de alegaciones de las partes, al permitir su presentación posterior, siempre que lo hu-
bieran anunciado y justifiquen la imposibilidad de no haberlos aportado en ese mo-
mento a través de las causas señaladas en la misma Ley (arts. 336 y 337).

Es más, se permite que se aporten dictámenes periciales, una vez abierto el pro-
ceso, en función de alegaciones procesales posteriores a la demanda, introducidas,
bien por el demandado en la contestación, o bien por cualquiera "dé las partes en las
alegaciones o pretensiones complementarias admitidas en la audiencia (art. 338).

En la práctica forense era frecuente que las partes aportasen estos informes con
la demanda como otro documento en el que apoyar sus pretensiones. La Jurispruden-
cia había reiterado que estos informes aportados con la demanda no tenían carácter de
prueba pericial, al no haberse observado los trámites legales.

Es significativa en este sentido la Sentencia del Tribunal Supremo de 20 de
octubre de 1997: «...el motivo ha de ser acogido ya que el denominado informe
pericial es una simple prueba preconstituida por la actora y aportada con su escri-
to de demanda, a la que, según reiterada doctrina de esta Sala, no puede ser atri-
buido el carácter de prueba pericial, al no haber sido emitido el informe que aque-
lla contiene con las garantías procesales exigidas para una prueba de esta
naturaleza, con la consiguiente indefensión para la parte a la que se privó de las
expresadas garantías procesales.»

Con la regulación de la «pericial de parte», el legislador da carta de naturaleza a
los denominados «informes periciales preconstituidos», a los que la jurisprudencia
reiteradamente negó el carácter de prueba pericial, mostrándose vacilante en su
calificación, ya sea como prueba documental, como testifical cuando el informe es ra-
tificado por el perito en juicio o como pericia extrajudicial en el marco de la valora-
ción conjunta de la prueba. Así se pueden citar sin ánimo exhaustivo las Sentencias
del Tribunal Supremo de 29 de noviembre de 1993, 3 de diciembre de 1994, 23 de
marzo de 1995,26 de julio de 1996,11 de diciembre de 1985, 30 de diciembre de 1985,
15 de abril de 1971 y 24 de febrero de 1995.

Esta opción fue duramente criticada durante el trámite dé elaboración parlamen-
taria de la LEC, al considerarse que se primaba al económicamente más fuerte y se
llegaba a una privatización de la prueba pericial. Porque no solo se introducía la «pe-
ricial de parte», sino que se primaba sobre la pericia realizada en el proceso median-
te designación judicial, quedando ésta con carácter residual. Por todo ello, y tras un
amplio debate parlamentario, se introdujeron importantes correcciones sobre el texto
inicial del Proyecto de Ley. Así, si bien se mantiene la necesidad de aportar el dicta-
men pericial con la demanda, también se admite la designación de perito judicial, sin
que se deban considerar excluyentes entre sí.
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Los artículos 336, 337 y 338 se refieren a esta pericial, estableciendo que los dic-
támenes deberán presentarlos con la demanda o con la contestación, cuando ésta sea
por escrito, aunque podrán presentarlos posteriormente si no les fue posible aportar-
los con los primeros escritos de alegaciones, pero deberán expresarlo en una u otra y
aportarlos, para su traslado a la otra parte en cuanto dispongan de ellos y, en todo caso,
antes de iniciarse la audiencia previa al juicio ordinario o antes de la vista en el ver-
bal. En este caso deberán justificar los extremos del artículo 336, 3 y 4, el demandante
que la defensa de su derecho no ha permitido demorar la interposición de la demanda
hasta la obtención del dictamen, y el demandado deberá justificar la imposibilidad de
pedirlos y obtenerlos dentro del plazo para contestar.

En una primera lectura de estos artículos junto con la regulación del juicio ver-
bal llevada a cabo en la LEC, donde en el artículo 437 expresamente se dice que el
juicio verbal principiará por demanda sucinta en la que se consignarán los datos y
circunstancias de identificación del actor y del demandado y el domicilio o domici-
lios en que puedan ser citados, y se fijará con claridad y precisión lo que se pida sin
sujetarla a las formalidades exigidas para la demanda del juicio ordinario, se llega a
la conclusión que la presentación de dictámenes periciales con la demanda y la con-
testación sólo es obligatorio en el juicio ordinario y en los juicios verbales especiales
regulados en el Título primero del Libro cuarto de la LEC referidos a los procesos so-
bre capacidad, filiación, matrimonio y menores, que por regla general se sustanciarán
por los trámites del juicio verbal pero con contestación escrita de la demanda (art. 753).
Sin embargo, no podemos olvidar que el artículo 265, aplicable no sólo al juicio or-
dinario sino también al verbal, donde se regulan los documentos que han de presen-
tarse con toda demanda o contestación, recoge en su punto 4.° del apartado primero
los dictámenes periciales en que las partes apoyen sus pretensiones. De esta forma se
produce un cambio esencial con relación al momento de aportar documentos en el jui-
cio verbal respecto a la legislación derogada. El demandante tiene la obligación de
aportarlos con la demanda, evitando de este modo que el demandado se vea sorpren-
dido, en el acto del juicio, con elementos de prueba que no conociera al notificársele
la demanda.

Por si quedara alguna duda, el mismo artículo, pero ya en su apartado cuarto, ex-
cepciona de su aportación en los juicios verbales al demandado, señalando que éste
aportará los documentos, medios, instrumentos, dictámenes e informes a que se re-
fiere el apartado primero en el acto de la vista, y ya no podrá aportarlos después, dada
la prohibición prevista en el artículo 271, 1.° que impide la presentación de los mis-
mos después de la vista o juicio. El traslado a la parte actora de estos documentos, me-
dios, instrumentos, dictámenes e informes se hará en el acto de la vista.

Otro de los momentos que la Ley faculta al demandante para presentar dictáme-
nes periciales se regula en el artículo 338, al señalar que podrá aportarlos con cinco
días de antelación, al menos, al señalado al juicio o la vista si considera necesaria esa
prueba, para la defensa de sus pretensiones pero condicionada a las alegaciones que
el demandado introduzca en la contestación. También, en el mismo plazo, pueden las
dos partes presentar dictámenes periciales en virtud de las alegaciones complementa-
rias admitidas por el Juez en la audiencia previa. De estos dictámenes periciales se
dará traslado a la parte adversa al objeto de manifestar al Tribunal la conveniencia de
que los peritos concurran al juicio o vista. Difícilmente podrá ser aplicable esta nor-
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ma a los juicios verbales, pues en ellos no existe audiencia previa y la contestación a
la demanda se efectúa en el mismo acto de la vista.

Junto con los dictámenes se aportarán los demás documentos, instrumentos o ma-
teriales adecuados para exponer el parecer del perito sobre lo que haya sido objeto
de la pericia (art. 336, 2).

B ) PERITO DE DESIGNACIÓN JUDICIAL O PERITO JUDICIAL

La segunda modalidad de dictamen pericial es la designación de perito por el Juez,
ya sea previa petición de alguna de las partes, o bien de nombramiento de oficio por
el Juez.

a) El artículo 339 establece que si cualquiera de las partesjuese titular del de-
recho de asistencia jurídica gratuita, no tendrá que aportar con la demanda o con-
testación el dictamen pericial, sino simplemente anunciarlo, a los efectos de que se
proceda a la designación judicial de perito conforme a lo que se establece en la Ley
de Asistencia Jurídica Gratuita.

De la lectura de este precepto no se puede extraer la consecuencia de que los li-
tigantes con derecho a la asistencia jurídica gratuita no puedan aportar dictámenes de
peritos junto con la demanda o contestación. Simplemente se le faculta para escoger
entre las dos posibilidades, o bien anunciarlo si no considera necesario utilizar sus me-
dios económicos para tal menester, o bien aportar un dictamen encargado por el mis-
mo fuera del proceso. Entender este artículo como impedimento para que el titular de
ese derecho pueda aportarlos significaría tanto como denegarle la pericial de parte. El
significado del mismo es facilitar que, en el caso de carecer de medios económicos
para proporcionarse este tipo de prueba, pueda acceder al proceso con los mismos me-
dios que un litigante económicamente fuerte.

En este supuesto, la prueba pericial será a cargo del personal técnico adscrito a
los órganos jurisdiccionales, o, en su defecto, de funcionarios, organismos o servicios
técnicos dependientes de las Administraciones públicas.

Excepcionalmente y cuando por inexistencia de técnicos en la materia de que se
trate, no fuere posible la asistencia pericial de peritos dependientes de los órganos ju-
risdiccionales o de las Administraciones públicas, ésta se llevará a cabo, si el Juez o
el Tribunal lo estima pertinente, en resolución motivada, a cargo de peritos designa-
dos de acuerdo a lo que se establece en las leyes procesales, entre los técnicos priva-
dos que correspondan (art. 6, número 6 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asisten-
cia Jurídica Gratuita, redactado nuevamente por la Disposición final decimoquinta de
la LEC).

b) El demandante o el demandado, aunque no se hallen en el caso del aparta-
do anterior, también podrán solicitar en sus respectivos escritos iniciales que se pro-
ceda a la designación judicial de perito, si entienden conveniente o necesario para
sus intereses la emisión de informe pericial. En tal caso el tribunal procederá a la de-
signación, siempre que considere pertinente y útil el dictamen pericial solicitado. Di-
cho dictamen será a costa de quien lo haya pedido, sin perjuicio de lo que pudiere
acordarse en materia de costas.
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Se permite de este modo que el dictamen pericial se presente o bien con la de-
manda o contestación, por perito designado por la parte fuera del proceso, de manera
privada y de carácter extraprocesal, o bien que se solicite en las primeros escritos de
alegaciones perito de designación judicial, pero sujeto a una declaración de pertinen-
cia y utilidad por el Tribunal.

La designación judicial de perito deberá realizarse en el plazo de cinco días.des-
de la presentación de la contestación de la demanda.

Cuando ambas partes la hubiesen pedido inicialmente, el tribunal podrá desig-
nar, si aquellas se muestran conformes, un único perito que emita el informe solici-
tado. En tal caso el abono de los honorarios del perito corresponderá realizarlo a am-
bos litigantes por partes iguales, sin perjuicio de lo que pudiere acordarse en materia
de costas (art. 339, 2).

No señala la Ley el plazo en que se ha de designar judicialmente el perito cuan-
do nos hallemos en un juicio verbal sin contestación a la demanda. En todo caso ha-
brá que conciliar las normas que establecen como principio la unidad de acto en la ce-
lebración de la vista (art. 290), la necesidad de celebración de nueva vista si la
interrupción de la misma, por falta de emisión del dictamen pericial solicitado y acor-
dado por el Tribunal, excediera de 20 días (art. 193, 3) así como la obligación que tie-
ne el Tribunal de dar traslado del dictamen a las partes por si consideran necesario que
el perito concurra a la vista (art. 346). Por ello la designación habrá de hacerse lo más
pronto posible, incluso antes de citar al demandado.

A pesar de la redacción del artículo, que obliga a solicitar la designación judicial
de peritos en los escritos iniciales, nada se opone a que en estos juicios verbales sin
contestación escrita el demandado pueda solicitarlo por escrito tras ser citado para la
vista, debiendo procederse de forma inmediata a su designación por las mismas razo-
nes expuestas en caso de solicitud por el demandante, incluso podría solicitarlo en el
acto de la vista, con la consiguiente interrupción, siempre que el tribunal considere
pertinente y útil el dictamen solicitado, garantizando el principio de defensa.

El demandado podrá formular reconvención, cumpliendo los requisitos estable-
cidos en el artículo 438, pudiendo solicitar perito de designación judicial del mismo
modo establecido para el demandante al formular la demanda.

En el juicio ordinario, si, a consecuencia de las alegaciones o pretensiones .com-
plementarias permitidas en la audiencia las partes solicitasen la designación por el
tribunal de un perito que dictamine, lo acordará éste así, siempre que considere perti-
nente y útil el dictamen, y ambas partes se muestren conformes con el objeto de la pe-
ricia y en aceptar el dictamen del perito que el tribunal nombre.

Lo mismo podrá hacer el tribunal cuando se trate de juicio verbal y las partes so-
licitasen designación de perito (art. 339, 3).

En éstos supuestos (solicitud en los escritos iniciales o en la audiencia o juicio), si
las partes que solicitasen la designación de perito estuviesen además de acuerdo en que
el dictamen sea emitido por una determinada persona o entidad, así lo acordará el tri-
bunal. Si no hubiese acuerdo de las partes, el perito será designado por el procedimiento
establecido en el artículo 341 para la designación judicial de perito (art. 339, 4).
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La admisión o no de la prueba pericial deberá resolverse a través de la corres-
pondiente resolución judicial, que tendrá la forma de auto, debiendo resolverse, así
mismo, si la prueba ha de realizarse por un solo perito. Contra este auto cabrá recur-
so de reposición y si éste es desestimatorio podrá formularse protesta a los efectos de
hacer valer sus derechos en segunda instancia, (arts. 285 y 206).

c) Se prevé, que en determinados juicios sea el mismo tribunal el que de oficio
designe perito, cuando la pericia sea pertinente. Así en los procesos sobre declara-
ción o impugnación de la filiación, paternidad y maternidad, sobre la capacidad de
las personas o en procesos matrimoniales (art. 339, 5).

Sin embargo y, con relación a los procesos ordinarios, se prevé en el artícu-
lo 429,1.°, segundo párrafo, dentro de la fase de audiencia previa del proceso ordina-
rio, que cuando el Tribunal considere que las pruebas propuestas por las partes pu-
dieran resultar insuficientes para el esclarecimiento de los hechos controvertidos lo
ponga de manifiesto a las partes indicando el hecho o hechos que, a su juicio, podrí-
an verse afectados por la insuficiencia probatoria, pudiendo señalar también la prue-
ba o pruebas cuya práctica considere conveniente. Dentro del proceso verbal, en la fase
de la vista, el artículo 443 remite al 429 al señalar que la proposición de prueba po-
drá completarse con arreglo a lo dispuesto en ese artículo.

De esta manera, si bien no se permite que fuera de los procesos recogidos en el
artículo 339,5 se acuerde de oficio la prueba pericial, se posibilita que el Tribunal pue-
da indicarles a las partes la conveniencia de su práctica a fin de llevarle a un mejor
conocimiento de los hechos, indicación que no contiene ninguna obligación para las
partes del proceso, pero que implicará, en la mayoría de los casos, sino en todos, que
las partes soliciten la prueba pericial propuesta por el Tribunal y, con ello el nombra-
miento de un perito de designación judicial, so pena de una posible insuficiencia pro-
batoria.

Excepcionalmente, y sólo para los juicios ordinarios, el tribunal podrá acordar,
como diligencia final de oficio o a instancia de parte, la práctica de la prueba peri-
cial sobre algún hecho relevante, oportunamente alegado, si los actos de prueba an-
teriores no hubieran resultado conducentes a causa de circunstancias ya desapare-
cidas e independientes de la voluntad y diligencia de las partes, siempre que existan
motivos fundados para creer que las nuevas actuaciones permitirán adquirir certeza
sobre aquellos hechos (art. 435, 2.°). A pesar de la rigidez del supuesto, debiendo el
Tribunal acordar la diligencia de prueba a través de un auto en el que deberá detallar
todas las circunstancias y motivos que le han llevado a acordarla, es una posibilidad
que permite la Ley que no debe ser olvidada.

Examinadas las modalidades de prueba pericial reguladas en la LEC de 2000, se
observa un cambio sustancial con la regulación del Anteproyecto de la LEC de 1997,
en donde se establecía el carácter preferente de los dictámenes aportados por las par-
tes, reservando la designación judicial «para los casos estrictamente necesarios» en
palabras del apartado IV de su Introducción. Del mismo modo, en el Proyecto de LEC
de 1998, las partes sólo podían solicitar la designación judicial de perito en los casos
en que la intervención viniese requerida por las alegaciones o pretensiones comple-
mentarias permitidas en la audiencia o en el juicio verbal, y cuando «por especiales
circunstancias personales, económicas o culturales» impidiesen al litigante encargar
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por sí mismo el dictamen interesado, convirtiéndose los dictámenes aportados por las
partes en prueba pericial principal. Sin embargo, el texto finalmente aprobado de la
LEC regula las dos modalidades de prueba pericial sin que ninguna de ellas ostente
preferencia sobre la otra, aunque se observan restricciones en el artículo 399, proce-
dentes del artículo 340 del Proyecto de 1998. En último término, también se refleja la
compatibilidad de ambas modalidades en el artículo 265,1, 4.° de la LEC de 2000, en
el que tras establecer que a toda demanda o contestación se habrán de acompañar los
dictámenes periciales en que las partes apoyen sus pretensiones, permite su aporta-
ción en momento posterior y la designación judicial de perito al remitirse a los artí-
culos 337 y 339.

Eduardo Font Serra en su estudio sobre «El dictamen de peritos y el reconoci-
miento judicial en el proceso civil», editado por la Ley, desarrolla con minuciosidad
las dos modalidades de pericial recogidas en la LEC mediante la plasmación de las
normas en cada uno de los juicios declarativos, examinando los distintos momentos
de aportación de parte o designación judicial en función de los mismos.

2. Designación judicial de perito

A) CONDICIÓN DE LOS PERITOS

Los peritos deberán poseer el título oficial que corresponda a la materia objeto
del dictamen y a la naturaleza de éste. Si se tratare de materias que no estén com-
prendidas en títulos profesionales oficiales, habrán de ser nombrados entre personas
entendidas en aquellas materias (art. 340, 1).

A diferencia de lo establecido en el artículo 615 de la LEC derogada, en la nue-
va LEC no se exige que los peritos sean del partido judicial donde hayan de emitir el
dictamen, lo que conlleva que las listas de peritos que en la actualidad están remitiendo
los Colegios y Asociaciones a los Juzgados incluyan profesionales de distintos parti-
dos judiciales, porque el ámbito de actuación de los Colegios y Asociaciones nor-
malmente es provincial o territorial, evitando de este modo los problemas que surgían
de la aplicación práctica del antiguo artículo 615, 2 de la LEC de 1881 al exigir el
acuerdo de las partes para que el Juez pudiera designar perito no perteneciente al par-
tido judicial.

La Ley 1/2000, como en la legislación de 1881, no exige la colegiación de los pe-
ritos, sólo que estén en posesión del título oficial correspondiente y, separándose del
artículo 616 de la antigua LEC, no se exige el pago de la contribución industrial por
la profesión o industria a que pertenezca la pericia, el impuesto de actividades eco-
nómicas.

Es significativa la Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid, de 30 de
enero de 1995, que aunque se dictó estando vigente la anterior LEC de 1881, es
plenamente aplicable en este tema: «No puede ni debe olvidarse que tanto el
artículo 610 de la LEC como el artículo 1242 del Código Civil en relación con
el artículo 615 de la primera, sólo exigen la titulación oficial precisa que acredi-
tan sus especiales conocimientos científicos, artísticos o prácticos, según la rama
del saber a que se circunscriba su pericia, mas no el requisito administrativo aña-
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dido de su colegiación, que si bien puede ser exigible para el desempeño de su pro-
fesión en otras actividades, privadas o administrativas, en modo alguno es reque-
rida para su intervención en un procedimiento judicial como perito, donde no se
precisa el «visado»del colegio».

De igual forma, la Sentencia del Tribunal Supremo de 4 de junio de 1998, don-
de se pretendía por el recurrente la nulidad de la intervención pericial porque al
tiempo de emitir el dictamen el perito se encontraba suspendido por el colegio pro-
fesional al que pertenecía en virtud de expediente disciplinario: «...el motivo no
triunfa ya que, pese a esa suspensión que pesaba en la colegiación del perito in-
terviniente, ello debe ceder ante no sólo las circunstancias que la Sala tuvo en cuen-
ta para considerarlo como persona adecuada para emitir la prueba pericial... lo ver-
daderamente relevante es que la cualidad o la idoneidad o la apreciación de la
persona para intervenir, por su cualidad de perito emana directamente de la disci-
plina que se contempla en la LEC, entre lo que destaca como causas relevantes de
dicha cualidad, las que integran los supuestos de recusación y, sobre todo, sobre-
sale en la incidencia, con independencia de cual sea el exacto peso de ese carác-
ter colegial o corporativo, que el perito estaba en posesión de su título y como tal
fue nombrado a través de la designación colegial, pudiendo decirse que esta de-
signación, a todos los efectos, convalida su cualidad de persona adecuada para emi-
tir el correspondiente dictamen...»

Podrá asimismo solicitarse dictamen de Academias e instituciones culturales y
científicas que se ocupen del estudio de las materias correspondientes al objeto de la
pericia. También podrán emitir dictamen sobre cuestiones específicas las personas
jurídicas legalmente habilitadas para ello.

En los casos del apartado anterior, la institución a la que se encargue el dicta-
men expresará con la mayor brevedad qué persona o personas se encargarán direc-
tamente de prepararlo, a las que se les exigirá el juramento o promesa previsto en el
artículo 335 (art. 340,2 y 3).

El artículo 335, 2, establece que al emitir el dictamen, todo perito deberá mani-
festar, bajo juramento o promesa de decir verdad, que ha actuado y, en su caso, ac-
tuará con la mayor objetividad posible, tomando en consideración tanto lo que pue-
da favorecer como lo que sea susceptible de causar perjuicio a cualquiera de las
partes, y que conoce las sanciones penales en las que podría incurrir si incumpliere
su deber como perito.

Esta aclaración efectuada por el mismo artículo es lógica puesto que serán ellas
las obligadas a prestar el juramento o promesa exigido en el artículo 335, 2, e inter-
venir en el juicio o vista cuando ello sea necesario.

El dictamen del perito colegiado, también llamada pericia corporativa, viene re-
gulado en la Ley 1/2000 con diferencias esenciales a la regulación contenida en la Ley
de 1881. Estaba contemplado en el artículo 631 de la LEC derogada, refiriéndose
al mismo cuando fueran precisas operaciones o conocimientos científicos especiales,
excluyéndose respecto de conocimientos artísticos o prácticos. Tenía carácter subsi-
diario, se limitaba a instituciones oficiales, no existía un trámite para su exposición
en el que las partes pudieran intervenir e incluso se admitía su unión a los autos aun-
que hubiera sido dado o recibido después de transcurrido el término de prueba. En la
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actualidad se coloca al mismo nivel que la pericia individual tanto en el aspecto de
proposición y designación, como de emisión y ratificación, no siendo precisos cono-
cimientos científicos especiales extendiéndose, incluso, a «personas jurídicas legal-
mente habilitadas para ello», por lo que en principio cualquier persona jurídica pri-
vada podría emitir dictamen siempre que esté capacitada para ello y tenga los medios
técnicos precisos.

En este punto se plantea el tema de la posible recusación de los peritos colegia-
dos. De la regulación efectuada por la Ley 1/2000, concretamente en su artículo 340,
párrafo tercero se vislumbra la intención del Legislador al exigir que la institución a
la que se encargue el dictamen especifique la persona o personas que realizará el dic-
tamen, quienes estarán obligadas a prestar el juramento o promesa exigido por la Ley,
serán las encargadas de emitir el dictamen, responder a las preguntas que se formulen
en el juicio o vista, realizar aclaraciones e incluso a las que se les podrá pedir am-
pliación del dictamen si el Tribunal lo considera conveniente. Determinada indivi-
dualmente la persona o personas que se encargarán de prepararlo y emitirlo, no se ve
razón objetiva que impida la aplicación de las normas legales de la recusación cuan-
do concurra causa para ello. Incluso, Pedro Garciandía González sostiene la aplica-
ción de algunas de las causas de recusación a las Academias o instituciones cultura-
les o científicas como, persona jurídica en Comentarios a la nueva Ley de
Enjuiciamiento Civil, editado por Aranzadi.

B) NÚMERO DE PERITOS

El artículo 339, 6 establece que el tribunal no designará más que un perito titular
por cada cuestión o conjunto de cuestiones que hayan de ser objeto de pericia y que
no requieran, por la diversidad de su materia el parecer de expertos distintos.

Resulta así que sólo se designará un perito por el tribunal, sin que quede a su dis-
crecionalidad la posibilidad, atendidas las circunstancias de cada caso en concreto, que
pueda nombrar tres peritos como sucedía en el artículo 613 de la legislación deroga-
da. Sin embargo, el mismo artículo prevé que el tribunal pueda nombrar varios peri-
tos cuando por la diversidad de la materia se requiera el parecer de expertos distin-
tos, exigiendo en este supuesto que las materias sobre las que verse el dictamen sean
diferentes. Se intenta evitar de esta forma posibles dictámenes contradictorios sobre
una misma materia, cuando se trate de pericia realizada por perito de designación ju-
dicial

Relacionando este apartado con el párrafo tercero del apartado segundo del mis-
mo artículo donde se establece que, si las partes hubieran pedido inicialmente la de-
signación judicial de perito, el tribunal podrá designar, si aquellas se muestran con-
formes un único perito, se podría entender que el tribunal estaría facultado para
nombrar un perito por cada parte que lo solicitara en sus escritos iniciales si no hu-
biera acuerdo en el nombramiento de un único perito. Sin embargo, la redacción del
artículo 339, 6 obliga a que el tribunal decida si las materias sobre las que versa la pe-
ricia son o no diversas, pues sólo en este último caso podrá designar a más de un pe-
rito. En este sentido véase Eduardo Font Serra, «El dictamen de peritos y el recono-
cimiento judicial en el proceso civil», editado por la Ley.
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C) PROCEDIMIENTO PARA LA DESIGNACIÓN JUDICIAL DE PERITO

El artículo 339, 4, permite que las partes estén de acuerdo en que el dictamen pe-
ricial sea emitido por una determinada persona o entidad, señalando que verificado
así lo acordará el tribunal, estableciendo a continuación, que en el momento que no
hubiere acuerdo entre las partes, el perito será designado por el procedimiento esta-
blecido en el artículo 341.

En el mes de enero de cada año se interesará de los distintos Colegios profesio-
nales o, en su defecto de entidades análogas, así como de las Academias e Instituciones
culturales y científicas a que se refiere el artículo anterior el envío de una lista de co-
legiados o asociados dispuestos a actuar como peritos. La primera designación de
cada lista se efectuará por sorteo realizado a presencia del Secretario Judicial y a
partir de ella se efectuarán las siguientes designaciones gpr orden correlativo
(art. 341).

Este procedimiento conlleva la necesidad anual de pedir, a través de los distintos
decanatos, o individualmente por cada órgano judicial, la remisión de listas de peri-
tos a las distintas Asociaciones, Colegios, Instituciones, aunque también podrán ellas
mismas remitirlas directamente sin necesidad de que se les solicite.

La inclusión de los peritos en las listas profesionales correspondientes lleva como
consecuencia que no se permite la no aceptación libre del nombramiento. El perito que
ha sido designado por el tribunal, de entre los otros peritos puede o bien abstenerse,
si estima que en él concurre alguna de las causas legalmente previstas evitando de esa
forma la posible recusación por alguna de las partes (arts. 105 y 124), o bien alegar
justa causa que le impida la aceptación, que deberá ser considerada por el tribunal (art.
342). Sin embargo no se prevé una sanción en el supuesto de no aceptación sin causa
justificada, sólo perder el turno de nombramiento.

Se regula en el mismo artículo el perito sin título oficial.

Cuando haya de designarse perito a persona sin título oficial, práctica o enten-
dida en la materia, previa citación de las partes se realizará la designación por el
procedimiento establecido en el apartado anterior, usándose para ello una lista de
personas que cada año se solicitará de sindicatos, asociaciones y entidades apropia-
das, y que deberá estar integrada por al menos cinco de aquellas personas. Si por ra-
zón de la singularidad de la materia de dictamen, únicamente se dispusiera del nom-
bre de una persona entendida o práctica, se recabará de las partes su consentimiento
y sólo si todas lo otorgan se designará perito a esa persona.

A diferencia del párrafo anterior, aquí se exige que el sorteo sea a presencia de
las partes.

El problema no resuelto por la ley surgirá cuando sólo exista un práctico en la ma-
teria, sin título oficial y las partes no presten el consentimiento a que el dictamen sea
emitido por esa única persona entendida o práctica. La solución sería siempre en de-
trimento de las partes, la imposibilidad de llevarla a cabo al faltar el consentimiento
de todas las partes, sin que pueda el tribunal acordarla de oficio salvo en aquellos pro-
cedimientos vistos antes en donde prima más el interés público que el particular de
las partes.
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D) LLAMAMIENTO AL PERITO DESIGNADO, ACEPTACIÓN Y NOMBRAMIENTO, PROVISIÓN

DE FONDOS

En el plazo de cinco días desde la designación, se comunicará ésta al perito
titular, requiriéndole para que dentro de otros cinco días, manifieste si acepta el car-
go. En caso afirmativo, se efectuará el nombramiento y el perito hará, en la forma
en que se disponga, la manifestación bajo juramento o promesa que ordena el apar-
tado 2 del artículo 335.

Si el perito designado adujere justa causa que le impidiere la aceptación, y el tri-
bunal la considerare suficiente, será sustituido por el siguiente de la lista, y así su-
cesivamente, hasta que se pudiere efectuar el nombramiento (arts. 342, 1 y 2).

A diferencia de la LEC de 1881, cuyo artículo 618 establecía que el hecho del nom-
bramiento se le debería hacer saber al perito para que éste lo aceptara o rechazara, la
nueva LEC distingue entre los conceptos de designación y nombramiento, sólo cuan-
do el perito haya aceptado el cargo podrá tener lugar su nombramiento.

Se regula en la LEC 1/2000 la provisión de fondos de los peritos, tratando de po-
ner fin a los graves problemas que en la práctica tenían la mayoría de los peritos a la
hora de cobrar sus honorarios, a pesar de haber sido nombrados a instancia de una o
de las dos partes. De esta regulación legal resulta la inadmisibilidad de que se condi-
cione la entrega de los dictámenes al previo pago de los honorarios, dejando los dic-
támenes en los colegios correspondientes para obligar a la parte a pagar previamente
los honorarios, alegando que están en el colegio profesional para el visado.

En este sentido la Sentencia del Tribunal Constitucional de 25 de marzo
de 1993: « No se puede aceptar la intolerable exigencia.del previo pago de los ho-
norarios del perito ya que las normas colegiales no pueden condicionar que los jue-
ces y tribunales otorguen la tutela judicial efectiva que de ellos se demanda... en
caso contrario se estaría condicionando el auxilio a la justicia a una actividad que
no le afecta a la misma, sino que es una obligación nacida entre partes, quien pro-
puso la prueba y el perito que emitió el dictamen.»

Así el artículo 342, 3 establece que el perito designado podrá solicitar, en los tres
días siguientes a su nombramiento, la provisión de fondos que considere necesaria,
que será a cuenta de la liquidación. El tribunal, mediante providencia, decidirá so-
bre la provisión de fondos solicitada y ordenará a la parte o partes que hubiesen pro-
puesto la prueba pericial y no tuviesen derecho a la asistencia jurídica gratuita, que
procedan.a abonar la cantidad fijada en la cuenta de Depósitos y consignaciones del
tribunal, en el plazo de cinco días.

Si transcurrido el plazo no se hubiere consignado la cantidad señalada el perito
quedará eximido de emitir el dictamen, sin que pueda precederse a una nueva desig-
nación. En consecuencia, el perito podrá dejar de emitir el dictamen o renunciar a la
provisión de fondos y reclamar sus honorarios posteriormente.

Si la designación hubiera sido de común acuerdo, pero uno de los litigantes no
procediese a realizar la consignación de lo que le correspondiere, el otro litigante ten-
drá dos posibilidades, o bien completar la cantidad que faltare indicando los puntos
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sobre los que deba pronunciarse el dictamen, o bien recuperar la cantidad depositada,
pero en este caso el perito quedará eximido de emitir el dictamen.

Se resuelve de esta forma, el problema práctico muy frecuente como dice la ex-
posición de motivos de la LEC, de la adecuada y tempestiva remuneración de los pe-
ritos. Sin embargo de la lectura de este artículo surgen problemas de interpretación,
tratados con amplitud por José María Rifa Soler en Comentarios a la nueva Ley de
Enjuiciamiento Civil, editado por Iurgium.

Dentro de la regulación establecida en el artículo 339, se señala que el dictamen
que emita el perito de designación judicial será a costa de quien lo haya pedido, sin
perjuicio de lo que se pueda acordar posteriormente en materia de costas. Cuando se
hubiera solicitado inicialmente y designado por el tribunal un sólo perito por haberse
mostrado conformes ambas partes, el abono de los honorarios corresponderá a ambos
litigantes por partes iguales, sin perjuicio de lo que pudiera acordarse en materia de
costas.

En relación con este tema, es importante señalar que el artículo 241 establece que
cada parte pagará los gastos y costas del proceso causados a su instancia a medida que
se vayan produciendo, y entre ellos se incluyen los derechos de peritos y demás abo-
nos que tengan que realizarse a personas que hayan intervenido en el proceso.

El artículo 26, 7 obliga al procurador al pago de todos los gastos que se causaren
a su instancia, excepto los honorarios de abogados y los peritos, salvo que el poder-
dante le haya entregado los fondos necesarios para su abono.

La LEC parte de la diferenciación entre gastos y costas del proceso, y se deberá
entender que aquellos dictámenes periciales presentados con la demanda o contesta-
ción, o con posterioridad pero emitidos por perito designado por la parte de forma pri-
vada son gastos del proceso, y por tanto no incluibles en la tasación de costas, dife-
renciándose así de los dictámenes emitidos por perito judicial.

La minuta del perito podrá ser impugnada por la parte condenada en costas, ale-
gando que dicho importe es indebido o excesivo. En éste segundo supuesto se oirá en
el plazo de cinco días al perito de que se trate, y si no aceptara la reducción de hono-
rarios que se le reclame, se pasará testimonio de los autos, o de la parte de ellos que
resulte necesaria, al Colegio, Asociación o Corporación profesional a que pertenez-
can para que emita informe (art. 246).

Sin embargo, no se ha aprovechado la reforma para facilitar el cobro de los ho-
norarios de los peritos, cuando no se haya pedido provisión de fondos, o se trate de
peritos de parte que hayan emitido el dictamen sin exigir el previo pago de sus hono-
rarios. Mientras en la mayoría de las legislaciones se articulan normas para que el pago
de los peritos sea garantizado por el Estado, quien luego se dirige contra las partes, en
nuestra legislación el perito ha de acudir a un procedimiento declarativo para poder
reclamar sus honorarios. Ni tan siquiera se permite la jura de cuentas, como así ocu-
rre dentro del procedimiento penal (art. 242 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal).

En relación con el perito designado a la parte que tenga derecho a la asistencia
jurídica gratuita, el técnico privado designado tendrá que remitir, para su aprobación,
a la Gerencia competente por razón del territorio, dependiente del Ministerio de Jus-
ticia o, en su caso, de las Comunidades Autónomas que hayan asumido la transferen-
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cia de los medios materiales, una previsión del coste económico de la prueba pericial,
que incluirá necesariamente los extremos siguientes:

a) Tiempo previsto para la realización de la pericia y valoración del coste por hora.

b) Gastos necesarios para su realización.

c) Copia de la resolución judicial que dio lugar a la realización de la prueba.

La previsión inicial del coste quedará automáticamente aprobada si en el plazo de
un mes, desde su remisión, la Gerencia competente no formula ningún reparo a su cuan-
tificación.

Una vez aprobada, la minuta de honorarios se ajustará a la previsión del coste eco-
nómico. Para su devengo el profesional aportará además los documentos que acredi-
ten el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita de quién instó la prue-
ba pericial y el pronunciamiento del órgano judicial sobre las costas generadas en el
proceso (art. 39 del Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita, aprobado por Real
Decreto 2103/1996, de 20 de septiembre).

La previsión de la LEC sobre la provisión de fondos no tiene aplicación en este
supuesto por propia definición, al ser objeto de regulación especial, aunque debería
haberse establecido un recurso o mecanismo de similar contenido que evitara la demora
que ha de sufrir en el cobro de sus honorarios el técnico privado designado a la parte
que tenga derecho a la asistencia jurídica gratuita, que en ocasiones deberá sufragar él
mismo los posibles anticipos para la emisión del dictamen, debiendo ser por la propia
Administración a resultas de lo que se decida en sentencia sobre las costas del juicio,
la que debiera cubrir con antelación los gastos que todo dictamen conlleva.

3. Recusación y tacha de peritos

En aras de asegurar la imparcialidad de los peritos, la ley permite que puedan ser
recusados o tachados. La introducción del sistema de tachas es una novedad de la Ley,
en consonancia con la introducción de la pericial de parte. En ambos casos se trata de
alegar y demostrar que en el perito concurre una causa que puede obstaculizar su im-
parcialidad. La diferencia estriba en que la recusación, si se estima, impide al perito
emitir dictamen; en la tacha el dictamen es emitido por el perito, pero el tribunal ten-
drá en cuenta la causa de la tacha a la hora de valorar las pruebas, dándole o no cre-
dibilidad al dictamen en la sentencia.

Sólo podrán ser objeto de recusación los peritos designados judicialmente. En cam-
bio, los peritos no recusables, es decir los llevados al proceso por las partes podrán
ser objeto de tacha.

A) LAS TACHAS

Las circunstancias por las que pueden ser tachados los peritos no judiciales vie-
nen enumeradas en el artículo 343:

1.° Ser cónyuge o pariente por consanguinidad o afinidad, dentro del cuarto gra-
do civil de una de las partes o de sus abogados o procuradores.
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2.° Tener interés directo o indirecto en el asunto o en otro semejante.

3.° Estar o haber estado en situación de dependencia o de comunidad o contra-
posición de intereses con alguna de las partes o con sus abogados o procuradores.

4.° Amistad íntima o enemistad con cualquiera de las partes o sus procuradores
o abogados.

5.° Cualquier otra circunstancia, debidamente acreditada, que les haga desme-
recer en el concepto profesional.

El momento preclusivo en que deberá formularse la tacha depende del juicio que
se esté tramitando. Si se trata de un juicio ordinario, las tachas de los peritos se debe-
rán proponer en la audiencia previa cuando los dictámenes se hayan aportado con la
demanda o con la contestación a la demanda. Si se hubieran aportado posteriormen-
te, podrán formularse en cualquier momento, pero siempre queno sea después del jui-
cio. En los juicios verbales, podrán formularse en cualquier momento, aunque nunca
después de la vista (art. 343, 2).

Para justificar o desvirtuar la tacha alegada, las partes podrán proponer la prueba
que consideren conveniente, a excepción de la testifical, excluida por la Ley.

La tacha se apreciará o no en el momento de valorar la prueba, es decir, previa-
mente al dictado de la sentencia. Ello implica que el Tribunal se pronunciará sobre la
tacha en la propia sentencia, en el momento de valorar el dictamen emitido por el perito.

La Ley sólo prevé dos supuestos concretos en los que procederá dictar una reso-
lución expresa con relación a la desestimación de la tacha alegada:

— El Tribunal podrá formular la declaración de falta de fundamento de la tacha,
a través de una providencia al finalizar el proceso, siempre que desestimare la tacha,
cuando el perito lo solicitare a efectos de salvaguardar su consideración profesional.

- El Tribunal podrá imponer una multa de diez mil a cien mil pesetas, cuando
aprecie temeridad o deslealtad profesional en la tacha, ya sea por su inexistente mo-
tivación o por el tiempo en que se formulara. Previa audiencia de las partes, que ten-
drá lugar en el plazo para dictar sentencia, el tribunal dictará providencia en la que
expondrá la concurrencia de estas circunstancias y la multa al responsable, que podrá
ser no sólo el que hubiera alegado la tacha, sino también la otra parte cuando concu-
rra mala fe o deslealtad profesional en su actuación.

B) LA RECUSACIÓN

La recusación de los peritos se articulaba en la Ley de 1881 dentro de la regula-
ción dedicada al dictamen de peritos. La nueva Ley se detiene en el Título IV del Li-
bro I, para regular de forma sistemática la abstención y la recusación de los Jueces,
Magistrados, miembros del Ministerio Fiscal, Secretarios Judiciales, peritos y perso-
nal al servicio de la Administración de Justicia, formando cuatro capítulos (arts. 99
a 128), el primero de ellos regula disposiciones generales, siendo el capítulo VI
(arts. 124 a 128) el dedicado a la recusación de los peritos. Sin embargo, la Disposi-
ción Final decimoséptima de la LEC establece que mientras no se proceda a reformar
la Ley Orgánica del Poder Judicial no serán de aplicación los artículos 101 a 119, res-
pecto de la abstención y recusación de Jueces, Magistrados y Secretarios Judiciales,
no así la referente a los peritos que está en vigor.
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Las causas de recusación del perito son las establecidas en la Ley Orgánica del
Poder Judicial para los Jueces y Magistrados (arts. 219 y 220), o alguna de las que la
LEC señala expresamente en el artículo 124, 3:

1 .a Haber dado anteriormente sobre el mismo asunto dictamen contrario a la par-
te recusante, ya sea dentro o fuera del proceso.

2.a Haber prestado servicios como tal perito al litigante contrario o ser depen-
diente o socio del mismo.

3 .a Tener participación en sociedad, establecimiento o empresa que sea parte del
proceso.

El momento procesal para alegar la causa de recusación varía según la causa sea
anterior o posterior al momento de la designación. Si es anterior, deberá presentarse
el escrito dentro de los dos días siguientes al de la notificación del nombramiento. Si
es posterior, pero anterior a la emisión del dictamen el escrito de recusación tendrá
que presentarse antes del día señalado para el juicio o vista o bien al comienzo de los
mismos

Después del juicio o vista no podrá recusarse al perito, sin perjuicio de que aque-
llas causas de recusación existentes al tiempo de emitir el dictamen pero conocidas
después de aquella puedan ser puestas de manifiesto al Tribunal antes de que dicte sen-
tencia y, si esto no fuese posible, al Tribunal competente para la segunda instancia.

Puede ocurrir que el recusado reconozca como cierta la causa de su recusación
ante el Secretario Judicial y el Tribunal considere fundado el reconocimiento, en este
supuesto se le tendrá por recusado y será reemplazado por el suplente, si hubiera sido
designado. Si el suplente también fuera recusado y reconociera la certeza de la causa,
será sustituido por el siguiente de la lista. Si no se hubiera designado suplente, se pro-
cederá de la misma forma.

Si el perito no reconociere la certeza de la causa de la recusación o el Tribunal no
aceptare el reconocimiento, el Tribunal señalará una comparecencia en la que resol-
verá sobre la causa de la recusación, sin que quepa recurso alguno contra la resolu-
ción que dictare, pudiendo las partes plantear la cuestión en la instancia superior
(arts. 125, 126 y 127).

Sin embargo, antes de la recusación, la ley articula el derecho de abstención, per-
mitiendo que sea el propio perito el que se abstenga, cuando en el mismo concurra al-
guna de las causas legalmente previstas, pudiendo hacerlo de forma oral o escrita, an-
tes de aceptar el cargo si concurre en ese momento, en cuyo caso será sustituido en el
acto por el perito suplente cuando éste hubiera sido designado, o con posterioridad pero
antes de emitir el dictamen resolviendo el tribunal, previa audiencia de las partes. Con-
tra esta resolución no se dará recurso alguno (art. 105).

4. Operaciones periciales y posible intervención de las partes en ellas

El artículo 345 permite la intervención de las partes y sus defensores en las ope-
raciones periciales, cuando la emisión del dictamen requiera algún reconocimiento
de lugares, objetos o personas o la realización de operaciones análogas, si con ello
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no se impide o estorba la labor del perito y se puede garantizar el acierto e impar-
cialidad del dictamen. Las partes habrán de solicitarlo al tribunal, quien resolverá
lo que proceda, y en caso de admitir su presencia, ordenará al perito que dé aviso di-
rectamente a las partes, con antelación de al menos cuarenta y ocho horas, del día,
hora y lugar en que aquellas operaciones se llevarán a cabo.

No se exige, en el artículo citado, que los peritos deban hacer los «avisos» por un
medio que deje constancia de haberse practicado y, la mayoría de las veces, se prac-
ticarán a través de los medios técnicos conocidos (teléfono, fax, correo electrónico...),
que valdrán por sí solos para entender cumplida la norma, sin que en ningún caso se
les pueda exigir una forma de citación judicial.

A diferencia de la legislación derogada, donde el artículo 626 permitía que las par-
tes pudieran concurrir al acto del reconocimiento pericial y hacer a los peritos las ob-
servaciones que estimaren oportunas sin ningún límite, se establece la posibilidad de
que el tribunal pueda denegar la presencia de las partes en las operaciones periciales,
cuando pudiera ponerse en peligro la imparcialidad del dictamen o impidieren o es-
torbaren la labor del perito, dejando en manos del Tribunal, como es natural, la valo-
ración de las situaciones en conflicto.

Por otra parte el artículo 356 posibilita que de oficio o a instancia de las partes,
si el tribunal lo estima procedente, se practiquen, en un sólo acto el reconocimiento
judicial y el pericial sobre el mismo lugar, objeto o persona. En este supuesto la prue-
ba pericial seguirá las normas de la prueba de reconocimiento judicial, debiendo el
perito emitir sus percepciones y valoraciones que serán recogidas en el acta que a tal
efecto se levante por el Secretario Judicial, sin perjuicio de que posteriormente apor-
te su dictamen por escrito.

5. Actuación e intervención del perito

El artículo 346 señala que el perito que el tribunal designe emitirá por escrito su
dictamen, que hará llegar al tribunal en el plazo que se le haya señalado. De dicho
dictamen se dará traslado a las partes por si consideran necesario que el perito con-
curra al juicio o vista a los efectos de que aporte las aclaraciones o explicaciones que
sean oportunas. El tribunal podrá acordar, en todo caso, mediante providencia, que
considera necesaria la presencia del perito en el juicio o vista para comprender y va-
lorar mejor el dictamen realizado.

Los peritos tendrán en el juicio o en la vista la intervención solicitada por las
partes, que el tribunal admita. El tribunal sólo denegará las solicitudes de interven-
ción que por su finalidad y contenido, hayan de estimarse impertinentes o inútiles.

El artículo 346 hay que completarlo con lo establecido en los artículos 337,2, 338,
2 y 347, distinguiendo según se trate de dictámenes aportados por las partes o dictá-
menes emitidos por perito de designación judicial:

1. De la lectura de los artículos 337, 2 y 338, 2 se desprende claramente que las
partes habrán de manifestar al Tribunal si consideran necesaria la presencia de los pe-
ritos autores de los dictámenes por ellos aportados en el juicio o vista, expresando si
deberán exponer o explicar el dictamen, o responder a preguntas, objeciones o pro-
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puestas de rectificación o intervenir de cualquier otra forma útil para entender y va-
lorar el dictamen en relación con lo que sea objeto del pleito, debiendo entender que
cada una de las partes litigantes podrá pedir la intervención del perito autor de su dic-
tamen o del perito de la parte contraria.

Respecto de los dictámenes cuya necesidad o utilidad venga suscitada por la con-
testación a la demanda o por lo alegado y pretendido en la audiencia previa al juicio,
se faculta también al Tribunal para acordar la presencia de los peritos autores de los
dictámenes en el juicio o vista.

2. Con relación al perito de designación judicial, el artículo 347 permite que tan-
to el Tribunal como cualquiera de los litigantes puedan solicitar que el perito concu-
rra al juicio o vista a los efectos de que aporte las explicaciones o aclaraciones que
sean oportunas.

Una vez acordada la presencia de los peritos, será en el mismo acto del juicio o
vista cuando el Tribunal denegará las solicitudes de intervención que por su finalidad
y contenido hayan de estimarse impertinentes o inútiles.

Aplicando los conceptos generales de prueba impertinente o inútil, recogidos en
el artículo 283 de la Ley, será posible denegar la intervención del perito por conside-
rar impertinente el dictamen por no guardar relación con lo que sea objeto del proce-
so, e inútil cuando, según los criterios razonables y seguros, en ningún caso puedan
contribuir a esclarecer los hechos. Se podrá, así mismo, denegar la intervención cuan-
do se hayan admitido los hechos de contrario; y si ninguna de las partes ni el tribunal
solicitaren la presencia del perito para su ratificación, éste no tendrá porque compa-
recer en el juicio (arts. 405 y 429,8).

Como se ha señalado, el tribunal podrá ordenar la intervención de los peritos en
el juicio o vista, cuando lo estime pertinente o útil, tanto si el perito ha sido designa-
do por él mismo como si lo ha sido por las partes en el caso establecido en el artícu-
lo 338,2, y podrá formularles preguntas y requerir de ellos explicaciones sobre lo que
sea objeto del dictamen aportado, pero sólo podrá acordar que se amplíe el dictamen
cuando se trate de peritos'designados de oficio. Asilo establece el artículo 347, dedi-
cado a la actuación concreta de los peritos en el juicio o vista, en el que especifica las
peticiones concretas de las partes y sus defensores:

1.° Exposición completa del dictamen, cuando esa exposición requiera la reali-
zación de otras operaciones, complementarias del escrito aportado, mediante el em-
pleo de los documentos, materiales y otros elementos a que se refiere el apartado 2
del artículo 336.

2.° Explicación del dictamen o alguno o algunos de sus puntos, cuyo significa-
do no se considerase suficientemente expresivo a los efectos de la prueba.

3.° Respuestas a preguntas y objeciones, sobre método, premisas, conclusiones
y otros aspectos del dictamen.

4.° Respuestas a solicitudes de ampliación del dictamen a otros puntos conexos,
por si pudiera llevarse a cabo en el mismo acto y a efectos, en cualquier caso, de co-
nocer la opinión del perito sobre la posibilidad y utilidad de la ampliación, así como
del plazo necesario para llevarla a cabo.
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5.° Crítica del dictamen de que se trate por el perito de la parte contraria.

6." Formulación de las tachas que pudieren afectar al perito.

Cuando se considere necesaria la presencia del perito, deberá ser citado para que
comparezca en el juicio o vista. La forma de citación de los peritos, al igual que la de
los testigos, se hará por remisión de la cédula de citación por correo certificado o te-
legrama con acuse de recibo o por cualquier otro medio semejante que permita dejar
en los autos constancia fehaciente de haberse recibido la notificación, de la fecha de
la recepción, y de su contenido.

Los peritos tendrán el deber de comparecer en el juicio o vista que se hubiera se-
ñalado. La infracción de este deber se sancionará, previa audiencia por cinco días, con
multa de treinta mil a cien mil pesetas.

Al tiempo de imponer la multa, el tribunal requerirá, mediante providencia, al mul-
tado para que comparezca cuando se le cite de nuevo, bajo apercibimiento de proce-
der contra él por desobediencia a la autoridad.

Cuando sin mediar previa excusa, el perito no compareciere al juicio o vista, el
tribunal, oyendo a las partes que hubiesen comparecido, decidirá mediante providen-
cia, si ha de suspenderse o debe continuar (art. 292).

Cuando un perito que haya sido citado a la vista por el tribunal manifieste y acre-
dite que le resulta imposible asistir a ella en el día señalado por causa de_fuerza ma-
yor u otro motivo de análoga entidad, el tribunal, si acepta la excusa, decidirá, oídas
las partes en el plazo común de tres días, si deja sin efecto el señalamiento de la vis-
ta y efectúa uno nuevo o si cita al perito para la práctica de la actuación probatoria
fuera de la vista señalada.

Si el tribunal no considerase atendible o acreditada la excusa del perito, manten-
drá el señalamiento de la vista y lo notificará así requiriéndole a comparecer, con el
apercibimiento de proceder contra él por desobediencia a la autoridad.

Cuando el tribunal al resolver, aprecie que el perito ha procedido con dilación in-
justificada o sin fundamento alguno, podrá imponerle multa de hasta cien mil pese-
tas, sin perjuicio de lo que resuelva sobre el nuevo señalamiento (art. 183, 4 y 5).

Para terminar, el artículo 169, 4 establece, como regla general, que la ratificación
de los peritos se realizará en la sede del juzgado o tribunal que esté conociendo del
asunto de que se trate, aunque su domicilio se encuentre fuera de la circunscripción
judicial correspondiente. Establece a continuación una serie de excepciones, de libre
apreciación por el tribunal que deben ser razonadas en la correspondiente resolución,
que permiten el auxilio judicial.

Sólo cuando por razón de la distancia, dificultad del desplazamiento, circuns-
tancias personales del perito, o por cualquier otra causa de análogas características
resulte imposible o muy gravosa la comparecencia de las personas citadas en la sede
del juzgado o tribunal, se podrá solicitar el auxilio judicial para la práctica de los
actos de prueba señalados en el párrafo anterior.

Coincide esta orientación legal con las conclusiones que ya había sentado el Con-
sejo General del Poder Judicial a través de varias iniciativas, la primera de ellas un
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acuerdo de la Comisión Permanente de 22 de abril de 1987, tendentes a impartir ins-
trucciones a fin de ordenar la actuación de los Juzgados y Tribunales en materia de
auxilio judicial, tratando de enmendar las disfunciones advertidas y de evitar abusos
que perturban la normal actividad jurisdiccional, en palabras de la exposición de mo-
tivos, apartado II de la Instrucción 4/2001, de 20 de junio, del Pleno del Consejo Ge-
neral del Poder Judicial, sobre el alcance y los límites del deber de auxilio judicial.
En su apartado III, continuando con la línea establecida, especifica: «... según el nue-
vo artículo 169.2 ya no basta para acudir al auxilio judicial con que concurra la sim-
ple circunstancia de que la diligencia acordada deba tener en principio lugar fuera de
la circunscripción del órgano que la hubiera ordenado y buena prueba de ello es que
en tal precepto se admite de modo expreso de que el organismo ordenante se despla-
ce fuera del territorio de su jurisdicción para llevarla a efecto. De otra parte, el juego
combinado de los artículos 129.3, 169.2 y 4 y 289.2 impone que las principales dili-
gencias de carácter probatorio —reconocimiento judicial, interrogatorio de las partes,
declaración de los testigos y ratificación o rectificación de los informes periciales—,
se realicen no solo a presencia judicial —secuela inexcusable del principio de inme-
diación que la Ley acoge—, sino precisamente, ante el propio Juzgado del pleito y ello
aun cuando los objetos a reconocer o el domicilio de las personas que han de decla-
rar se encuentren fuera de la circunscripción de aquél».

6. Valoración de la prueba pericial

Al igual que la anterior regulación, el artículo 348 establece que el tribunal valo-
rará los dictámenes periciales según las reglas de la sana crítica.

El tribunal, a la hora de dictar la sentencia, no está vinculado por el dictamen pe-
ricial, sino que deberá valorarlo de acuerdo con las reglas de la sana crítica, teniendo
en cuenta todas las pruebas practicadas en el procedimiento, haciendo una valoración
conjunta de todas ellas.

La prueba pericial no es vinculante para el tribunal, puede apreciarla libremente,
en cuanto el dictamen pericial no acredita de modo irrefutable un hecho, sino más bien
el juicio personal de quien lo emite, pudiendo afirmarse que los peritos no suminis-
tran al Juez su decisión sino que la ilustran sobre las circunstancias del caso y le dan
su parecer, pero éste puede llegar a consideraciones diversas explicando, obviamen-
te, las razones por las que estima incoherentes e ilógicas las explicaciones del perito,
es decir que la prueba pericial debe ser apreciada por el juzgador según las reglas de
la sana crítica, sin estar obligado a sujetarse al dictamen y, como las indicadas reglas
no están previstas en ninguna norma valorativa de prueba, ello equivale, en la mayo-
ría de los casos, a declarar la libre valoración de este medio probatorio, no permi-
tiéndose una impugnación abierta y libre de la actividad apreciativa, a menos que el
proceso deductivo realizado choque de una manera evidente y manifiesta con el ra-
ciocinio humano o pueda llegarse a un resultado contrario a la pericia con la valora-
ción conjunta de las demás probanzas. La Jurisprudencia exige al Juez que motive o
exponga el razonamiento seguido para no aceptar o para rechazar las conclusiones a
las que ha llegado el perito, lo que tiene la ventaja además de posibilitar su control en
fase de impugnación (Sentencias del Tribunal Supremo de 15 de octubre de 1982, 15
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de diciembre de 1986, 9 de febrero de 1987, 19 diciembre de 1990 y 17 de junio
de 1996, entre otras).

7. Responsabilidad de los peritos

El perito judicial puede incurrir, en el ejercicio de su función, en responsabilidad
penal y civil, además de la responsabilidad disciplinaria por parte de la corporación
profesional a la que pertenezca el perito y de la corrección judicial que pudiera im-
ponérsele al no comparecer, pese a estar citado, salvo que alegue justa causa (art. 292
LEC, prevé una multa de treinta mil a cien mil pesetas), o bien por perturbar la vista,
causa u otro acto judicial (art. 191 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que
serán amonestados y expulsados de la sala, sin perjuicio de la responsabilidad penal
en que incurran), o bien si faltaren en las vistas y actos judiciales de palabra, obra o
por escrito a la consideración, respeto y obediencia debidos a los Tribunales, cuando
sus actos no constituyan delito (art. 193 Ley Orgánica del Poder Judicial, que prevé
la pena de multa de cinco días a dos meses, con una cuota diaria mínima de doscien-
tas pesetas y máxima de cincuenta mil).

A) RESPONSABILIDAD CIVIL

El perito será responsable de los daños que, por falta de la diligencia que le es
exigible en la realización de un peritaje, su actuación cause a las partes o a un terce-
ro. Se trata de los supuestos en que los perjuicios sean consecuencia de la culpa, ne-
gligencia o ignorancia inexcusable en el reconocimiento o en el acto de emisión del
dictamen. Se puede pensar en la pérdida o deterioro del objeto confiado para el exa-
men pericial, la realización del reconocimiento sin el debido cuidado o la elaboración
del dictamen incurriendo en un error manifiesto o inexcusable.

La doctrina y la jurisprudencia discuten la naturaleza de la responsabilidad
exigible a los peritos encuadrándola unas veces en la responsabilidad contractual
(art. 1101 del Código Civil) y no menos en la extracontractual (art. 1902 del Código
Civil). Habrá supuestos en los que su naturaleza sea fácilmente identificable, sin que
quepa la menor duda al respecto, pero en otros casos habrá dudas razonables. En el
momento actual, la mayoría de la doctrina habla de responsabilidad contractual con
relación a los informes emitidos fuera del proceso, alegando la existencia de un pre-
vio contrato de obra o de arrendamiento de servicios, aunque con relación a la prue-
ba pericial judicial se decantan más bien por la responsabilidad extracontractual, en-
tendiendo que la aceptación del encargo judicial no genera ningún tipo de relación
jurídica entre el perito y las partes, no siendo posible la exigencia de la reparación del
daño causado con base en la celebración de un contrato inexistente.

No podemos olvidar que, al margen de discusiones doctrinales teóricas sobre la
naturaleza de la responsabilidad contractual o extracontractual, la posibilidad de acu-
mular las dos acciones está admitida por la jurisprudencia sobre la base de la doctri-
na de unidad conceptual de la culpa civil (Sentencias del Tribunal Supremo de 2 de
enero de 1990,20 de diciembre de 1991,11 de febrero de 1993,15 de febrero de 1993,
1 de febrero de 1994).
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A efectos prácticos resulta irrelevante si tal responsabilidad se fundamenta o no
en la existencia de una previa relación contractual, porque en palabras del Tribunal
Supremo, « cuando un hecho dañoso es violación de una obligación contractual y al
mismo tiempo, del deber general de no dañar a otro, hay una yuxtaposición de res-
ponsabilidades, y da lugar a acciones que pueden ejercitarse alternativa y subsidia-
riamente u optando por una o por otra, o incluso proporcionando los hechos al juzga-
dor para que éste aplique las normas en concurso que más se acomoden a aquellos,
todo ello a favor de la víctima para lograr un resarcimiento del daño lo más comple-
to posible».

Sin embargo, el verdadero problema de la responsabilidad radica en la prueba del
hecho ilícito cometido y en la causa de ese ilícito para exigirla. La responsabilidad ci-
vil podrá ser exigida por la parte que se considere perjudicada por el dictamen del pe-
rito y sobre la base del cual precisamente se haya dictado sentencia de forma adversa
para sus intereses.

Pero, es la parte la que debe precisar inicialmente cuales son los hechos o cir-
cunstancias de influencia en el pleito que necesitan ser aclarados por el perito con el
fin de auxiliar al Juez en su labor, al imponer que tales hechos o circunstancias son
desconocidas por el Juez, pero es a éste a quien en definitiva corresponde la facultad
de delimitar para cada proceso en concreto cuál ha de ser el objeto de la prueba peri-
cial a practicar y es el que encarga al perito la realización de la pericia, pues siempre
cabe la posibilidad de que el Juez estime que el hecho o circunstancia que se preten-
de probar por esa vía carece de influencia en el pleito y no admita la práctica de este
medio de prueba, gozando a tal efecto de amplias facultades (Sentencia de 3 de di-
ciembre de 1999).

Hay que precisar que el perito tiene como principal deber el desempeñar bien su
cargo, para lo cual deberá utilizar de la mejor manera las máximas de experiencia es-
pecializadas sin que concreten sus conocimientos científicos, artísticos o plásticos y
que han motivado su llamada al proceso, y el dictamen debe ser congruente, esto es
ajustado a lo solicitado por el Juez al acordar la práctica de esa prueba, y debe estar
basado para fijar su valoración, en los conocimientos científicos de su título o profe-
sión que justificaron su nombramiento, no en hechos y consideraciones ajenas a los
mismos que debieron ser probados en el proceso por otros medios de prueba. El peri-
to no está ligado por la prohibición del non liquet que pesa sobre los órganos judicia-
les, pudiendo sostener que en el caso en cuestión una tesis no es segura, pero si pro-
bable, o al menos posible, e incluso concluir que de varios extremos discutidos,
ninguno de ellos tiene razón suficiente para ostentar preferencia sobre los demás. (Sen-
tencias del Tribunal Supremo de 19 de noviembre y 22 de diciembre de 1980).

B) RESPONSABILIDAD PENAL

Las infracciones penales en que puede incurrir el perito en el desempeño de su
función son varias.

En primer lugar, el delito de desobediencia a la autoridad, que ya se ha mencio-
nado en páginas anteriores, en la que incurrirá el perito que habiendo aceptado el nom-
bramiento en un proceso, cuando fuere citado ajuicio no compareciere la segunda vez
que fuere citado por el tribunal, y no alegare justa causa que a juicio del tribunal, le
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eximiere de dicha responsabilidad (art. 292 en relación con el 183, 4 de la LEC). El
tipo penal constituiría el delito de desobediencia a la autoridad, recogido en el artícu-
lo 556 del Código Penal, que castiga el delito con pena de prisión de seis meses a un
año.

En segundo lugar, es posible que el perito incurra en cohecho, cuyo tipo penal vie-
ne recogido en el artículo 419 a 421 del Código Penal para autoridades y funcionarios
públicos, pero que resulta aplicable a los peritos en virtud de lo establecido en el ar-
tículo 422 del mismo cuerpo legal, siendo definido el tipo básico en el artículo 419
del texto legal «El que en provecho propio o de un tercero, solicitare o recibiere, por
sí o por persona interpuesta, dádiva o presente o aceptare ofrecimiento o promesa
para realizar en el ejercicio de su cargo una acción u omisión constitutivas de deli-
to, incurrirá en la pena de dos a seis años, multa del tanto al triplo del valor de la dá-
diva e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de siete a doce
años sin perjuicio de la pena correspondiente al delito cometido en razón de la dádi-
va o promesa.»

El artículo 420 del Código Penal, dentro del capítulo dedicado al cohecho, se re-
fiere a la realización de un acto injusto que no constituya delito, con los mismos re-
quisitos del anterior, siendo la pena en éste caso de prisión de uno a cuatro años e in-
habilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de seis a nueve años, y
de prisión de uno a dos años e inhabilitación especial para empleo o cargo público por
tiempo de tres a seis años, si no llegara a ejecutarlo. En ambos casos se impondrá ade-
más, la multa del tanto al triplo del valor de la dádiva.

Por su parte, el artículo 421 del Código Penal establece que «Cuando la dádiva
solicitada, recibida o prometida tenga por objeto que la autoridad o funcionario pú-
blico se abstenga de un acto que debiera practicar en el ejercicio de su cargo, las pe-
nas serán de multa del tanto al duplo del valor de la dádiva e inhabilitación especial
para empleo o cargo público por tiempo de uno a tres años».

En tercer lugar, el delito del falso testimonio, recogido en el artículo 4-59 del Có-
digo Penal, definiéndolo como el perito que faltare maliciosamente a la verdad en su
dictamen, estableciendo las penas de prisión y multa dependiendo que fuere en causa
judicial, en contra del reo en causa criminal, si a consecuencia del falso testimonio
hubiere recaído sentencia condenatoria, con independencia que fuese ante Tribunales
españoles o internacionales, que en virtud de Tratados debidamente ratificados con-
forme a la Constitución Española, ejerzan competencias derivadas de ella, o se reali-
zaran en España al declarar en virtud de comisión rogatoria, estableciendo además la
pena de inhabilitación especial para profesión u oficio, empleo o cargo público, por
tiempo de seis a doce años.

La comisión de éste delito requiere que el dictamen haya sido formulado mali-
ciosamente, que deberá ser probado, lo que obliga a entender fuera del tipo penal la
negligencia, poca capacidad o formación o impericia del perito, sin perjuicio de la res-
ponsabilidad civil en que pudiera haber incurrido.

El artículo 460 del Código Penal, recoge la conducta delictiva consistente en que
sin faltar sustancialmente a la verdad la altere con reticencias, inexactitudes o silen-
ciando hechos o datos relevantes que le fueran conocidos, castigando al perito con la
pena de multa de seis a doce meses y, en su caso, de suspensión de empleo o cargo
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público u oficio, de seis a tres años. También en éste supuesto es necesario que el pe-
rito actúe maliciosamente.

Dentro del mismo capítulo del falso testimonio, se le exige responsabilidad pe-
nal a la parte que presente a los peritos a sabiendas de que van a prestar un dictamen
falso, en el artículo 461 del Código Penal, castigando con las mismas penas que para
ellos, haciendo especial mención en el párrafo tercero del abogado, procurador, gra-
duado social o representante del Ministerio Fiscal cuando fueren ellos los proponen-
tes de esa prueba emitida con falso testimonio.

Con relación al delito de falso testimonio tiene declarado la jurisprudencia que el
tipo penal no requiere que se haya querido perjudicar a alguna de las partes del pro-
ceso en el que se ha manifestado con falsedad. El delito de falso testimonio no es un
delito contra las partes, sino contra la Administración de Justicia. La «intención ma-
liciosa» o la «conciencia y malicia no constituyen algo diverso del conocimiento de
la falsedad que es propia del dolo del delito» (Sentencias del Tribunal Supremo de 21
de enero de 1907, 3 de febrero de 1967 y 5 de junio de 1995).

Dentro de los delitos y faltas contra el orden público, los artículos 558 y 633, res-
pectivamente contemplan las alteraciones del orden público, causando perturbaciones
graves o leves al orden en la audiencia de un Tribunal o Juzgado, conductas aplica-
bles al perito en cuanto pudiere perturbar el orden público.
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